
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LAS LEYES GENERALES DE 

ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA, DE INSTITUCIONES Y 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, EN MATERIA DE DELITOS ELECTORALES, DEL 

SISTEMA DE MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL, Y DE PARTIDOS 

POLÍTICOS, EN MATERIA DE VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO, A CARGO DE LA DIPUTADA 

MARTHA ANGÉLICA TAGLE MARTÍNEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO 

CIUDADANO 

La suscrita, diputada Martha Tagle Martínez, integrante de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del 

honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración de esta honorable asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman 

diversas disposiciones de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales, Ley General en Materia de Delitos Electorales, Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral y la Ley General de Partidos Políticos en materia de 

violencia política de género, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La democracia y la ciudadanía han tenido siempre género: el masculino, la élite gobernante y partidista 

desarrolla estrategias de retención del poder que convergen con una cultura política donde impera la 

dominación masculina y el machismo.
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La política es quizá el núcleo más difícil de acceder para las mujeres, pues es el espacio de poder por 

excelencia. Foucault ve al género como dispositivo de poder que realiza la producción y regulación de las 

relaciones de poder entre varones y mujeres, aunque el poder esté en todas partes, el dispositivo de género 

opera, de maneras distintas, subordinando las mujeres. 

Antes esta realidad de subrepresentación de las mujeres en el espacio político, en octubre de 2015 el Mecanismo 

de Seguimiento de la Convención Belém Do Pará (OEA) emitió la Declaración sobre la Violencia y el Acoso 

Político contra las Mujeres, en la que se reconoce: 

Que tanto la violencia, como el acoso político contra las mujeres, pueden incluir cualquier acción, 

conducta u omisión entre otros, basada en su género, de forma individual o grupal, que tenga por 

objeto o por resultado menoscabar, anular, impedir, obstaculizar o restringir sus derechos políticos, 

conculca el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia y el derecho a participar en los asuntos 

políticos y públicos en condiciones de igualdad con los hombres. 

“Es el Estado quien debe poner fin a las condiciones sociales, económicas y culturales que contribuyen a 

generar la violencia contra las mujeres, además es responsable de establecer planes y estrategias para 

erradicar las injusticias y las desigualdades que se manifiestan en las relaciones de género (Rico, 1996). 

Reconocer que la violencia contra la mujer es una violación de derechos humanos confirma las normas que 

imponen a los Estados las obligaciones de prevenir, erradicar y sancionar esos actos de violencia y los hacen 

responsables en caso de no cumplirlas (ONU, 2006)”.
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La Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW) 

concretamente, en el inciso a del artículo 7º los Estados deberán tomar las “medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y en particular, garantizarán a las mujeres, 

en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a votar en todas las elecciones y referéndums públicos 



 
  

y ser elegibles paro todos los organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas”. Todo ello, en 

condiciones libres de violencia. 

De acuerdo al Informe de Violencia Política en México, 1er Trimestre 2019, realizado por la consultora Etellek, 

79 mujeres políticas fueron amenazadas de muerte y una asesinada (276% más que el mismo trimestre de 2018). 

“Esto responde en gran medida al avance del principio de paridad en los pasados comicios de 2018 y a la 

reacción de los cacicazgos locales que buscan frenar el surgimiento de nuevos liderazgos representados por 

mujeres. 

Un foco rojo está en la vida política local. Entre 2006 y la fecha 149 personas ejerciendo el mando local fueron 

asesinadas” así lo señala la Asociación Nacional de Alcaldes.
3
 

Como se observa, el objetivo de la violencia política contra las mujeres en razón de género es excluirlas de la 

esfera pública, mantener relaciones jerarquizadas entre mujeres y los varones, para que ellas permanezcan en un 

lugar subordinado, se busca de forma muy clara desalentarlas de ejercicio de sus derechos políticos y atentar 

contra su dignidad. La teleología de este tipo de violencia es mantener la hegemonía del poder masculino. La 

violencia puede suceder antes de una elección, en el marco del proceso electoral y especialmente en el ejercicio 

del cargo.
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Los partidos políticos tienen una enorme responsabilidad en el fenómeno de violencia política. Es en los 

partidos que recae la facultad de postular candidaturas, y desafortunadamente lejos de potenciar sus facultades 

para propiciar condiciones de igualdad de oportunidades y de acceso para mujeres y hombres, se han 

especializado en buscar los resquicios legales que les permitan mantener su hegemonía. 

México sufre una grave crisis de violencia generalizada pero la que enfrentan las mujeres tiene particularidades 

que nos hablan de la desigualdad estructural que permea la organización social. 

La violencia política de género limita el ejercicio de los derechos políticos de las mujeres, en un contexto 

cultural patriarcal y machista. En ese sentido es una más de las modalidades de violencia de género y es 

necesario conceptualizarla como tal para identificarla prevenirla erradicarla y sancionarla, tipificarla se vuelve 

una tarea apremiante. 

En casi toda la literatura que se ha escrito respecto a este fenómeno en México, se coincide en que, si bien 

siempre había estado presente, hubo un repunte, después de la reforma electoral de 2014. Recordemos que en 

esa reforma se elevó a rango constitucional el principio de paridad de género. 

De 2014 a la fecha se han desarrollado dos procesos electorales y en ambos se evidenciaron las fuertes 

resistencias de los partidos políticos a cumplir a cabalidad con este principio. 

En el proceso electoral de 2015 se presentaron casos en los que se obstaculizó o se impidió a las mujeres el 

ejercicio pleno de sus derechos político electorales, sobre todo en los niveles locales de gobierno. Para 2016, 

observamos que este fenómeno se acentuó, y se evidenció la violencia después del proceso electoral, es decir, 

ya en el ejercicio del cargo, lo que resulta alarmante. 

Quizá uno de los casos más emblemáticos fue el de Rosa Pérez Pérez. El 19 de julio de 2015, la entonces 

candidata del Partido Verde ganó las elecciones para la presidencia municipal de San Pedro Chenalhó, Chiapas, 

con ocho mil 332 votos, frente a siete mil 12 votos de su rival del PRI. El 1 de octubre tomó protesta en el 

cargo. Sin embargo, en medio de un clima de violencia y amenazas, el 25 de mayo de 2016, el Congreso local 



 
  

de Chiapas decretó aprobar la renuncia de Rosa Pérez al cargo. Esta decisión del congreso local se impugnó y el 

Tribunal ordenó se le restituyera en el cargo.
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Pese al fallo del Tribunal a Rosa Pérez se le impidió regresar a ocupar la presidencia y el camino para ejercer su 

cargo fue verdaderamente tortuoso. 

En la jornada electoral 2017-2018 los altos índices de violencia política contra las mujeres se vieron reflejados, 

de las 106 políticas y candidatas agredidas, 59% pertenecían al ámbito municipal, 29% al nivel estatal y un 12% 

al nivel federal” (Etellekt, 2018: 4). 

Debido a la ausencia de un marco legal que conceptualice y sancione la violencia, las mujeres víctimas han 

emprendido batallas legales en diferentes áreas, sobre todo en el ámbito electoral. Síndicas y Alcaldesas han 

acudido a los tribunales electorales, han tenido sentencias a su favor, pero, estas no se cumplen y no hay 

mecanismos que den seguimiento y que garanticen la no repetición de la violencia. 

Un caso relevante fue el del Ayuntamiento San Juan Colorado y San Juan Bautista Lo de Soto en el estado de 

Oaxaca. El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) revocó las candidaturas de Juan 

García Arias y Pablo Ánica Valentín, aspirantes a las alcaldías de San Juan Colorado y San Juan Bautista Lo de 

Soto, abanderados por coalición PRI, PVEM y PANAL, por ejercer violencia política de género en contra de 

sus compañeras concejales. 

La Sala Xalapa del órgano colegiado informó en un comunicado sobre la sentencia del expediente SX-JRC-

140/2018, en la que determinaron bajar a los dos candidatos de la coalición ‘Todos por México’ y nombrar a 

dos aspirantes para ocupar su lugar. 

Dichas conductas se cometieron por los candidatos impugnados, en el ejercicio de un cargo público, uno en su 

desempeño como alcalde, y otro como síndico, en el pasado inmediato al proceso electoral en el cual pretenden 

contender o reelegirse”, indica la sentencia. y el TEPJF dejó sin efecto su registro.
6
 

La particularidad de este caso es que la demanda se centró en lo que señala la fracción II del artículo el artículo 

34 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 23 y 113 de la fracción I, inciso h) de la 

Constitución Local, respecto a la condición de “tener un modo honesto de vivir” para ser considerado 

ciudadano/a y por ende para votar y ser votado. En este caso, lo que se alegó fue que el candidato no cumplía 

con este requisito debido al antecedente de haber ejercido violencia política contra la Síndica. 

Se acreditó que durante el desempeño de su cargo incurrió en actos reprochables al obstaculizar a una servidora 

pública cumplir con sus funciones. 

Ahora bien, cuando un servidor público aprovecha su cargo para generar hechos de violencia incumple dos 

elementos principales del sistema democrático. 

El primero, porque sus decisiones están modificando las razones por las cuales fue electo, esto es, respetar y 

tutelar los derechos de las y los gobernados. 

El segundo, porque como resultado de su elección utiliza el poder para mermar y obstaculizar el pleno 

reconocimiento de esos derechos, que son principios estructurales que conforman el sistema. 

Como ya hemos mencionado de manera reiterada, el incremento y recrudecimiento de la violencia política de 

género ha sido resultado de la obligación de que tienen, en particular, los partidos políticos, de dar 

cumplimiento al principio de paridad de género en los procesos electorales. 



 
  

Cuando la violencia política en razón de género se origina por un servidor público que se aprovecha de su cargo 

y sus funciones para generar actos que violentan los derechos de sus subordinadas, entonces ello tiene como 

consecuencia la construcción de una violencia institucional, lo cual tiene un impacto en los principios 

fundamentales de representatividad y gobernabilidad. 

En el reciente proceso electoral (2018) dio muestra, una vez más, de los artilugios a los que recurren los 

partidos políticos para no dar cabal cumplimiento al mandato de paridad. Así, los casos de violencia política de 

género fueron más sofisticados, ya se sabía de los casos de presidentas municipales o síndicas a las que se les 

obstaculizó el ejercicio del cargo, en los estados de Chiapas y Oaxaca, pero surgieron nuevos, como el que se 

presentó una vez más en Oaxaca, los partidos políticos registraron a hombres que dijeron ser personas 

transexuales (hombres que se registraron como mujeres), simulando el cumplimiento de la paridad. 

Si bien el caso llegó al tribunal electoral y se les quitó el registro a esos candidatos (excepto a uno que 

manifestó su autoadscripción desde el inicio del proceso electoral) los partidos tuvieron la posibilidad de 

registrar a otras personas y resolver así el asunto, lo que evidencia que la mirada debe enfocarse a los partidos 

políticos. 

Como se observa la violencia se puede presentar antes, durante y después del proceso electoral e incluso ya en 

el ejercicio del cargo y al interior de los partidos políticos. 

Entonces ¿cómo conceptualizar?, ¿cómo tipificar la violencia política de género?, sin duda, se deben seguir 

documentando casos y sistematizar las buenas prácticas de acompañamiento y seguimiento a mujeres víctimas 

de violencia política. En aras de ampliar la discusión en torno a esta temática, el25 de febrero de este año, se 

realizó el Foro Violencia Política: Una Legislación de Igualdad en Democracia , organizado por la Comisión 

de Igualdad de Género del Congreso de la Ciudad de México, de este importante foro retomamos las siguientes 

conclusiones:
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- El gran reto sigue siendo la democratización interna de los partidos políticos. Dado que es al interior de los 

partidos donde se encuentran las mayores resistencias, se debe pensar en sanciones que contemplen: 

– Pérdida de registro de candidaturas, tanto a nivel federal como local. 

– Nulidad de las elecciones (como se planteaba en la ciudad de México) 

– Inhabilitar a los servidores públicos que cometan actos de violencia política en razón de género. 

– Que los partidos políticos pierdan el derecho a postular candidaturas 

- Es urgente agilizar y hacer efectivo el procedimiento para contar con medidas cautelares y de protección 

para las mujeres que están en situación de violencia. 

- Se requiere de sanciones ejemplares para garantizar la no repetición. 

- Tener una campaña para sensibilizar y promover la denuncia. 

- Crear redes mixtas en las que participen mujeres políticas, así como organizaciones civiles que atienden el 

tema de violencia de género y aquellas que trabajan por la defensa de los derechos político electorales y en la 

promoción de la participación política de las mujeres, para contar con diagnósticos mucha más precisos e 

incluso retomar y proponer modelos de georreferencia. 



 
  

El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en colaboración con otras instancias, como el Instituto 

Nacional Electoral, el Instituto Nacional de las Mujeres, la Fiscalía especializada en delitos Electorales y otras, 

emitió un Protocolo para orientar a las instancias electorales para Atender la Violencia Política Contra las 

Mujeres en razón de Género. Mediante el cual se establecen las acciones urgentes frente a casos de violencia 

política contra las mujeres. 

El Protocolo ha sido punto de partida en la construcción de referentes sólidos para contar con mayor 

información cualitativa y cuantitativa sobre la violencia política de género y a partir de él, instituciones y 

organizaciones han comenzado a trazar rutas, señalar responsables y a acompañar los procesos de protección y 

denuncia. 

Por otra parte, la Comisión Nacional de Derechos Humanos también ha realizado su contribución al estudio del 

tema, con un documento que se titula, Violencia política contra las mujeres en razón de género, en el que 

sistematiza los avances en las legislaciones locales y un listado de conductas que pueden tipificarse como 

violencia política en razón de género,
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 así tenemos el siguiente listado: 

a) Causen la muerte de la mujer por participar en la política (femicidio/feminicidio). 

b) Agredan físicamente a una o varias mujeres con objeto o resultado de menoscabar o anular sus derechos 

políticos. 

c) Agredan sexualmente a una o varias mujeres o produzcan el aborto, con objeto o resultado de menoscabar 

o anular sus derechos políticos. 

d) Realicen proposiciones, tocamientos, acercamientos o invitaciones no deseadas, de naturaleza sexual, que 

influyan en las aspiraciones políticas de la mujer y/o en las condiciones o el ambiente donde se desarrolla la 

actividad política y pública. 

e) Amenacen, asusten o intimiden en cualquier forma a una o varias mujeres y/o a sus familias, y que tengan 

por objeto o resultado anular sus derechos políticos, incluyendo la renuncia al cargo o función que ejercen o 

postulan. 

f) Restrinjan o anulen el derecho al voto libre y secreto de las mujeres. 

g) Difamen, calumnien, injurien o realicen cualquier expresión que denigre a las mujeres en el ejercicio de 

sus funciones políticas, con base en estereotipos de género, con el objetivo o el resultado de menoscabar su 

imagen pública y/o limitar sus derechos políticos. 

h) Amenacen, asusten o intimiden en cualquier forma a una o varias mujeres y/o a sus familias, y que tengan 

por objeto o por resultado menoscabar sus derechos políticos. 

i) Amenacen, agredan o inciten a la violencia contra las defensoras de los derechos humanos por razones de 

género, o contra aquellas defensoras que protegen los derechos de las mujeres. 

j) Usen indebidamente el derecho penal sin fundamento, con el objeto de criminalizar la labor de las 

defensoras de los derechos humanos y/o de paralizar o deslegitimar las causas que persiguen. 

k) Discriminen a la mujer en el ejercicio de sus derechos políticos, por encontrarse en estado de embarazo, 

parto, puerperio, licencia por maternidad o de cualquier otra licencia justificada, de acuerdo a la normativa 

aplicable. 



 
  

l) Dañen, en cualquier forma, elementos de la campaña electoral de la mujer, impidiendo que la competencia 

electoral se desarrolle en condiciones de igualdad. 

m) Proporcionen a los institutos electorales datos falsos o información incompleta de la identidad o sexo de la 

persona candidata y designada, con objeto de impedir el ejercicio de los derechos políticos de las mujeres. 

n) Restrinjan los derechos políticos de las mujeres debido a la aplicación de tradiciones, costumbres o 

sistemas jurídicos internos violatorios de la normativa vigente de derechos humanos. 

o) Divulguen imágenes, mensajes o revelen información de las mujeres en ejercicio de sus derechos políticos, 

por cualquier medio físico o virtual, en la propaganda político-electoral o en cualquier otra que, basadas en 

estereotipos de género transmitan y/o reproduzcan relaciones de dominación, desigualdad y discriminación 

contra las mujeres, con el objetivo de menoscabar su imagen pública y/o limitar sus derechos políticos. 

p) Obstaculicen o impidan el acceso a la justicia de las mujeres para proteger sus derechos políticos. 

q) Impongan sanciones injustificadas y/o abusivas, impidiendo o restringiendo el ejercicio de sus derechos 

políticos en condiciones de igualdad. 

r) Limiten o nieguen arbitrariamente el uso de cualquier recurso y/o atribución inherente al cargo político que 

ocupa la mujer, impidiendo el ejercicio del cargo en condiciones de igualdad. 

s) Obliguen a la mujer a conciliar o a desistir cuando se encuentre en un proceso administrativo o judicial en 

defensa de sus derechos políticos. 

t) Eviten, por cualquier medio, que las mujeres en ejercicio de sus derechos políticos asistan a cualquier 

actividad que implique la toma de decisiones, en igualdad de condiciones. 

u) Proporcionen a la mujer, en el ejercicio de sus derechos políticos, información falsa, errada o imprecisa y/u 

omitan información que induzca al inadecuado ejercicio de sus derechos políticos en condiciones de 

igualdad. 

v) Restrinjan el uso de la palabra de las mujeres en ejercicio de sus derechos políticos, impidiendo el derecho 

a voz, de acuerdo a la normativa aplicable y en condiciones de igualdad. 

w) Impongan por estereotipos de género la realización de actividades y tareas ajenas a las funciones y 

atribuciones de su cargo o posición, que tengan como resultado la limitación del ejercicio de la función 

política. 

De las anteriores y de acuerdo a la Ley Modelo Interamericana sobre Violencia Política Contra las Mujeres se 

consideran faltas graves los incisos t) a w) y faltas gravísimas incisos h) a s), en tanto de la a) a la g) son 

considerados como delitos
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En el caso de los Estados de la República en el mismo documento de la CNDH, da cuenta de la situación que 

guarda la violencia política en la legislación local, así tenemos que 5 estados incorporan el concepto en sus 

constituciones locales, 18 en la ley electoral, 22 en la ley de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia 

y cuatro en el código penal. 



 
  

Como en otros temas, se ha avanzado más por la vía jurisdiccional, así el año pasado la Sala Superior del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación dio contenido y reforzó el concepto de violencia política 

de género, en la jurisprudencia 21/2018. 

Violencia política de género. Elementos que la actualizan en el debate político. De una interpretación 

sistemática y funcional de los artículos 1°, 6°, y 41, Base I, Apartado C, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; y del Protocolo para Atender la Violencia Política contra las Mujeres, se advierte 

que para acreditar la existencia de violencia política de género dentro de un debate político, quien juzga debe 

analizar si en el acto u omisión concurren los siguientes elementos: 

1. Sucede en el marco del ejercicio de derechos político-electorales o bien en el ejercicio de un cargo público; 

2. Es perpetrado por el Estado o sus agentes, por superiores jerárquicos, colegas de trabajo, partidos políticos 

o representantes de los mismos; medios de comunicación y sus integrantes, un particular y/o un grupo de 

personas; 

3. Es simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual y/o psicológico; 

4. Tiene por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos 

político-electorales de las mujeres, y 

5. Se basa en elementos de género, es decir: 

i. se dirige a una mujer por ser mujer, 

ii. tiene un impacto diferenciado en las mujeres; 

iii. afecta desproporcionadamente a las mujeres. En ese sentido, las expresiones que se den en el contexto 

de un debate político en el marco de un proceso electoral, que reúnan todos los elementos anteriores, 

constituyen violencia política contra las mujeres por razones de género.
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Sin embargo, como en cualquier otro tipo de violencia, la prevención, atención y sanción requiere de medidas 

especiales, pues como es sabido no es fácil que una mujer que atraviesa por esta situación, denuncie. A lo 

anterior, se suma el hecho que los casos se presentan sobre todo en el ámbito local y que los plazos para 

denunciar son muy cortos cuando hablamos del proceso electoral. 

Consideramos que debe seguirse trabajando la propuesta de crear una defensoría pública similar a la que ya 

opera en materia de indígenas. Para que se flexibilicen los plazos de impugnación, considerando las 

circunstancias especiales de la víctima, dado que la decisión de impugnar y denunciar los hechos violentos, no 

se toma de la noche a la mañana, máxime si se ésta bajo amenaza de muerte para no emprender acción legal 

alguna. 

Como es sabido, el legislativo ya tenía avanzado un proceso que quedó detenido en el 25 de abril de 2018, 

cuando la cámara de origen regresó a la cámara de diputados la minuta con modificaciones. 

“Entre las modificaciones más notorias que hizo la Cámara de Senadores (aprobadas el 25 de abril de 2018) a 

la minuta enviada por la Cámara de Diputados (aprobada el 14 de diciembre de 2017) se encuentra lo 

siguiente: 



 
  

• Elimina la obligación (propuesta por la Cámara de Diputados) de acreditar que la acción u omisión tiene 

por objeto o resultado limitar o anular el ejercicio efectivo de los derechos político-electorales de las 

mujeres. 

• Adiciona las siguientes acciones al catálogo de conductas que constituyen violencia política: 

– Imponer la realización de actividades distintas a las atribuciones inherentes a su cargo o función. 

– Restringir injustificadamente la realización de acciones o actividades inherentes a su cargo o función. 

– Proporcionar información o documentación incompleta o errónea con el objeto de impedir el ejercicio 

pleno de los derechos político-electorales o inducir al ejercicio indebido de sus atribuciones o facultades. 

• Restituye la propuesta para que los partidos informen trimestralmente, en términos cualitativos, sobre la 

aplicación del financiamiento público destinado a la capacitación, promoción y desarrollo del liderazgo 

político de las mujeres (actualmente los informes son anuales). 

• Faculta a la Fiscalía General de la República para promover y proteger, a través de la Fiscalía 

Especializada en Materia de Delitos Electorales, el ejercicio de los derechos político-electorales de las 

mujeres. 

• Propone que el Instituto Nacional de las Mujeres coadyuve en la formación de liderazgos políticos de las 

mujeres. 

• Promueve sanciones contra el personal del servicio público por incurrir en infracciones relacionadas con 

acciones u omisiones que constituyan violencia política en razón de género. 

• Obliga a los partidos a establecer criterios para garantizar la paridad de género en la integración de los 

ayuntamientos en aquellas entidades federativas que así lo dispongan, a fin de asegurar condiciones de 

igualdad sustantiva entre mujeres y hombres.”
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Derivado del análisis hasta ahora presentado, esta iniciativa prioriza la parte de los partidos políticos como 

actores fundamentales de la vida democrática del país, por tanto, como los principales promotores de la 

participación de la ciudadanía en los puestos de toma de decisión con particular énfasis de las mujeres debido a 

la brecha histórica que mantiene a las mujeres rezagadas en este ámbito. 

Si bien la conceptualización es importante, lo es más la atención y protección a quienes enfrentan este tipo de 

situaciones y garantizar sanciones efectivas para garantizar la no repetición por ello lo que se propone es incluir 

la violencia como causal de nulidad, quitar el registro a aquellos candidatos que hayan ejercido violencia 

política e incluso que los partidos pierdan su derecho a registrar la candidatura. 

Considerando la dificultad en la que redunda acreditar determinadas conductas tipificadas propone solo una 

definición del concepto de violencia política de género. 

Es urgente contar con un marco regulatorio que contemple sanciones más eficaces, porque los mecanismos 

hasta ahora, sin contar con la ley, han sido sanciones administrativas por parte de los tribunales electorales que 

reconocen el fenómeno, pero no pasa nada con los actores que la ejercen. 

En razón de lo anterior se proponen las siguientes modificaciones. 



 
  

 



 
  



 
  

 



 
  

 

 



 
  

La tipificación de esta modalidad de violencia y la homologación de la normatividad en las diferentes entidades 

federativas para que haya un mismo marco jurídico; es urgente e impostergable, asimismo, se requiere la 

difusión pública y capacitación al personal de la administración pública y de impartición de justicia sobre lo que 

es esta violencia y sus efectos.
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De ahí la necesidad de atribuir consecuencias relevantes a la violencia política por razones de género para dar 

eficacia a la paridad electoral sustantiva. 

Fundamento legal 

Por lo expuesto, la suscrita diputada federal integrante de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la 

Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y de los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la 

consideración de esta honorable asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, Ley General en Materia 

de Delitos Electorales, Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral y la Ley 

General de Partidos Políticos en materia de violencia política de género 

Artículo Primero . Se adiciona el Capítulo IV Bis. denominado De la violencia política de género, con dos 

nuevos artículos 21 BIS y 21 TER; se adicionan dos nuevas fracciones XV y XVI, recorriéndose la subsecuente, 

al artículo 42; se adicionan una nueva fracción XII, recorriéndose la subsecuente, al artículo 47 todos de la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 

Título II Modalidades de Violencia 

Capítulo IV Bis 

De la violencia política de género 

Artículo 20 Bis. La violencia política de género: toda acción, conducta u omisión, que basada en 

elementos de género, tenga por objeto o resultado menoscabar, anular, obstaculizar o restringir el 

reconocimiento o ejercicio de los derechos políticos de las mujeres, su participación en asuntos públicos, o 

de las prerrogativas inherentes a un cargo público. 

Artículo 20 Ter. Las autoridades de los distintos órdenes de gobierno, la Fiscalía General de la República 

mediante la Fiscalía Especializada en Materia de Delitos Electorales y demás integrantes del Sistema, 

coordinarán las acciones e instrumentos interinstitucionales que permitan prevenir, sancionar y 

erradicar la violencia política de género. 

Sección Segunda 

De la Secretaría de Gobernación 

Artículo 42. Corresponde a la Secretaría de Gobernación: 

I a XIV.... 

XV. Promover la igualdad sustantiva y el pleno ejercicio de los derechos políticos de las mujeres. 



 
  

XVI. Realizar campañas de difusión permanente respecto a las conductas, acciones u omisiones que 

constituyen violencia política en razón de género. 

XVII. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente ley. 

Sección Novena 

De la Fiscalía General de la República 

Artículo 47. Corresponde a la Fiscalía General de la República: 

I.- XI... 

XII. Promover, garantizar y proteger el ejercicio de los derechos humanos de las personas víctimas en 

casos de violencia política en razón de género. 

XIII. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente ley. 

Artículo segundo . Se adicionan un inciso j) al artículo 3 y un numeral 4 al artículo 11; se modifica el numeral 

1 del artículo 163; se adiciona el inciso h) al artículo 238; se modifica el numeral 2 del artículo 247; se adiciona 

el artículo 455 BIS, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

Artículo 3. 

1. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

a)-i) 

j) Violencia política de género: toda acción, conducta u omisión, que basada en elementos de género, 

tenga por objeto o resultado menoscabar, anular, obstaculizar o restringir el reconocimiento o ejercicio 

de los derechos políticos de las mujeres, su participación en asuntos públicos, o de las prerrogativas 

inherentes a un cargo público. 

Artículo 11 

1. – 3. ... 

4. Los partidos políticos no podrán registrar candidatos que tengan antecedentes de violencia política de 

género, en el periodo inmediato anterior. 

Artículo 163 

1. El Consejo General, a propuesta motivada y fundada de la Comisión de Quejas y Denuncias, podrá ordenar la 

suspensión inmediata de cualquier propaganda política o electoral cuando existan contenidos de violencia 

política de género , en radio o televisión que resulte violatoria de esta Ley; lo anterior, sin perjuicio de las 

demás sanciones que deban aplicarse a los infractores. 

2. ... 

Artículo 238 



 
  

1. La solicitud de registro de candidaturas deberá señalar el partido político o coalición que las postulen y los 

siguientes datos de los candidatos: 

a) al g) 

h) Los candidatos a las Cámaras del Congreso de la Unión y de los Congresos de las Entidades 

Federativas que busquen reelegirse en sus cargos, deberán acompañar una carta en la que 

indiquen bajo protesta de decir verdad que no han incurrido en ninguna conducta que constituya 

violencia política de género. 

2. al 7. 

Artículo 247. 

1... 

2. En la propaganda política o electoral que realicen los partidos políticos, las coaliciones y los candidatos, 

deberán abstenerse de expresiones que calumnien a las personas, así como de cualquier conducta que 

constituya violencia política de género. El Consejo General está facultado para ordenar, una vez satisfechos 

los procedimientos establecidos en esta Ley, la suspensión inmediata de los mensajes en radio o televisión 

contrarios a esta norma, así como el retiro de cualquier otra propaganda. 

3-4... 

Artículo 455 Bis. 

Constituye una infracción a la presente ley por parte de los sujetos de responsabilidad señalados en el 

artículo 442 de esta ley, cualquier acto que constituya violencia política de género. 

Artículo tercero . Se adiciona una nueva fracción XV al artículo 3, y el artículo 6 Bis todos de la Ley General 

en Materia de Delitos Electorales. 

Artículo 3. 

Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I-XIV... 

XV. Violencia Política de género: toda acción, conducta u omisión, que basada en elementos de género, 

tenga por objeto o resultado menoscabar, anular, obstaculizar o restringir el reconocimiento o ejercicio 

de los derechos políticos de las mujeres, su participación en asuntos públicos, o de las prerrogativas 

inherentes a un cargo público. 

Artículo 6 BIS. Las penas previstas en los delitos de este título se aumentarán hasta en una mitad más en 

los casos que constituyan violencia política de género. 

Artículo cuarto. Se adiciona el numeral 4 bis al artículo 78 Bis de la Ley General de Medios de Impugnación. 

Artículo 78 bis 



 
  

1. al 4. 

4. Bis Será nula la elección o el proceso de participación ciudadana en el que se acredite la existencia de 

violencia política de género. 

Artículo quinto. Se modifican el numeral 4 del artículo 3, se adiciona un nuevo inciso s) recorriéndose las 

subsecuentes en su orden actual del numeral 1 del artículo 25; se reforma el inciso e) del artículo 37; se adiciona 

el inciso l) al artículo 39; se adiciona el inciso h) al artículo 94 y se reforma el artículo 95 de la Ley General de 

Partidos Políticos. 

Artículo 3 

1. al 3.... 

4. Cada partido político determinará y hará públicos los criterios para garantizar la paridad de género en las 

candidaturas a legisladores federales y locales. Éstos deberán ser objetivos y asegurar condiciones libres de 

violencia y de igualdad entre géneros. 

Artículo 25. 

1. Son obligaciones de los partidos políticos: 

a)... r)... 

s) Garantizar el derecho de las mujeres a participar en condiciones de igualdad y libres de violencia. 

t) Elaborar y entregar los informes de origen y uso de recursos a que se refiere la presente Ley; 

u) Cumplir con las obligaciones que la legislación en materia de transparencia y acceso a su información les 

impone, y 

v) Las demás que establezcan las leyes federales o locales aplicables. 

Artículo 37. 

1. La declaración de principios contendrá, por lo menos: 

a) – d) 

e) La obligación de promover la participación política en igualdad de oportunidades, equidad y en 

condiciones libres de violencia entre mujeres y hombres. 

Artículo 39. 

1. Los estatutos establecerán 

a)...al k)... 

l) Los mecanismos que garanticen la prevención, atención, sanción y en su caso la erradicación de la 

violencia política en razón de género. 



 
  

Artículo 94. 

1.Son causa de pérdida de registro de un partido político: 

a)- g) 

h) Haber incurrido en hechos de violencia política 

Artículo 95. 

1. ... 

2. En los casos a que se refieren los incisos d) al g), del párrafo 9 del artículo 22, y e) al h) del párrafo 1 del 

artículo anterior, la resolución del Consejo General del Instituto sobre la pérdida del registro de una agrupación 

política o de un partido político, según sea el caso, se publicará en el Diario Oficial de la Federación. No podrá 

resolverse sobre la pérdida de registro en los supuestos previstos en los incisos e) y f) del párrafo 9 del artículo 

22 y d) y h ) del párrafo 1 del artículo anterior, sin que previamente se oiga en defensa a la agrupación política o 

al partido político interesado. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Los Poderes Legislativos de las entidades federativas contarán con un plazo de 180 días hábiles, 

contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, para la armonización y homologación legislativa a 

las que se refieren las disposiciones de esta Ley. 
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